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Resumen  

En Colombia, los Centros de Detención Transitoria (CDT), incluidas estaciones y 

subestaciones de policía, fueron creados con la intención de ser espacios de custodia breves 

y excepcionales. Sin embargo, entre 2020 y 2025 se hizo evidente una contradicción 

estructural entre lo que planteaba la norma y lo que ocurría en la práctica: lo que debía ser 

una detención temporal se convirtió con frecuencia en una reclusión prolongada, en 

condiciones que no garantizan una vida digna. Este artículo examina cómo ha respondido el 

Estado colombiano frente a la obligación de proteger los derechos humanos en los CDT, 

tomando como base la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros referentes 

del sistema interamericano durante ese periodo. Desde un enfoque cualitativo socio jurídico, 

el estudio se desarrolló con un diseño documental y un alcance descriptivo-analítico. Se 

estructura en tres niveles: (i) el análisis del marco jurídico interamericano relacionado con la 

privación de libertad; (ii) una revisión sistemática y bibliométrica de literatura académica 

publicada entre 2020 y 2025; y (iii) el análisis del enfoque jurisprudencial colombiano respecto 

a los CDT, con especial atención a fallos de tutela, autos de seguimiento y decisiones de la 

Corte Constitucional en control abstracto. Para ello, se emplearon técnicas de análisis de 
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contenido, revisión de línea jurisprudencial y triangulación de fuentes documentales. Los 

hallazgos principales se resumen en cuatro puntos: (1) la supuesta “transitoriedad” de estos 

centros opera, en la práctica, como una ficción legal que limita el control judicial y abre la 

puerta a detenciones arbitrarias; (2) las condiciones materiales de muchos CDT siguen siendo 

incompatibles con la dignidad humana, lo que genera afectaciones graves a la integridad 

personal; (3) la pandemia de COVID-19 puso en evidencia una crisis estructural en la atención 

en salud de las personas bajo custodia; y (4) la combinación de infraestructura precaria, 

controles débiles y presencia de poblaciones vulnerables incrementa los riesgos de violencia 

institucional y discriminación. En conclusión, la respuesta del Estado ha sido mayormente 

reactiva, impulsada por órdenes judiciales y sin una estrategia articulada de largo plazo. Esto 

deja en evidencia una brecha estructural entre lo que exige el estándar interamericano en 

materia de derechos humanos y la realidad que enfrentan las personas privadas de libertad 

en los CDT de Colombia. 

Palabras claves: Detención transitoria, Condiciones carcelarias, Derechos humanos, 

Responsabilidad estatal, Sistema interamericano. 

 

Abstract 

In Colombia, Transitory Detention Centers (TDCs), including police stations and substations, 

were created with the intention of serving as spaces for brief and exceptional custody. 

However, between 2020 and 2025, a structural contradiction became evident between the 

regulatory framework and actual practice: what was meant to be temporary detention 

frequently turned into prolonged confinement under conditions that fail to ensure a dignified 

life. This article examines how the Colombian State has responded to its obligation to protect 

human rights in TDCs, drawing on the American Convention on Human Rights and other 

standards of the Inter-American human rights system during this period. From a qualitative 

socio-legal approach, the study was conducted using a documentary design with a 

descriptive–analytical scope. It is structured around three levels of analysis: (i) an examination 



of the Inter-American legal framework governing deprivation of liberty; (ii) a systematic and 

bibliometric review of academic literature published between 2020 and 2025; and (iii) an 

analysis of the Colombian jurisprudential approach to TDCs, with particular attention to tutela 

rulings, follow-up orders, and Constitutional Court decisions in abstract judicial review. To this 

end, content analysis techniques, jurisprudential line review, and triangulation of documentary 

sources were employed. The main findings can be summarized in four points: (1) the 

supposed “transitory” nature of these centers operates in practice as a legal fiction that limits 

judicial oversight and opens the door to arbitrary detention; (2) the material conditions of many 

TDCs remain incompatible with human dignity, resulting in serious violations of personal 

integrity; (3) the COVID-19 pandemic exposed a structural crisis in the provision of healthcare 

for persons in custody; and (4) the combination of precarious infrastructure, weak oversight, 

and the presence of vulnerable populations increases the risks of institutional violence and 

discrimination. In conclusion, the State’s response has been largely reactive, driven by judicial 

orders and lacking a coordinated long-term strategy. This reveals a structural gap between 

the requirements of Inter-American human rights standards and the reality faced by persons 

deprived of liberty in Colombia’s TDCs. 

Keywords: Transitory detention, Detention conditions, Human rights, State responsibility, 

Inter-American system. 

 

1. INTRODUCCIÓN. 

En Colombia, los Centros de Detención Transitoria (CDT) incluidas estaciones, 

subestaciones e inspecciones de policía fueron concebidos como espacios de custodia 

estrictamente breve. Sin embargo, entre 2020 y 2025 se consolidó una disonancia estructural 

entre esa finalidad normativa y su funcionamiento real: la detención “transitoria” se convirtió, 

de manera reiterada, en reclusión prolongada en lugares materialmente inaptos para asegurar 

condiciones mínimas de vida digna. La Corte Constitucional reconoció esta mutación fáctica 

como un patrón generalizado y no como una suma de fallas puntuales, al constatar 



permanencias que exceden con amplitud el umbral temporal permitido, en contextos de 

hacinamiento, déficit de ventilación, ausencia de atención en salud, insuficiencia de agua e 

higiene, limitaciones de contacto con defensa y familia, y riesgos de violencia intramuros 

(Corte Constitucional de Colombia su122-22, 2022). Desde esta premisa, el problema jurídico 

que organiza el presente artículo no es meramente “administrativo” ni se reduce a 

infraestructura: es un problema de garantía efectiva de derechos humanos bajo custodia 

estatal, cuya valoración exige un contraste normativo serio con el Sistema Interamericano. 

La pregunta que guía la investigación es directa y verificable: ¿cómo ha abordado el 

Estado colombiano la garantía de los derechos humanos en los CDT a la luz de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos interamericanos, en el periodo 

2020–2025? Esta formulación parte de una idea dogmática exigente: cuando el Estado 

restringe la libertad, se intensifican sus deberes de garantía por la relación de dependencia 

material y jurídica que crea la custodia. En clave interamericana, esa intensificación se 

expresa en un “núcleo mínimo exigible” compuesto, al menos, por (i) legalidad y no 

arbitrariedad de la privación de la libertad, con control judicial efectivo; (ii) integridad personal 

y trato compatible con la dignidad humana; y (iii) garantías judiciales y recursos idóneos para 

prevenir, denunciar, investigar y corregir abusos o condiciones indignas (CADH, 1969; 

Crosby, 2024; Hartwig & Fallon, 2022; Hathaway et al., 2021; Venta et al., 2024). De forma 

complementaria, la CIDH ha precisado estándares operativos para condiciones materiales, 

salud, separación por categorías, mecanismos de queja e inspección independiente, entre 

otros, que permiten convertir el mandato de dignidad en criterios observables (CIDH, 2008). 

En el mismo sentido, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 

refuerza obligaciones de prevención e investigación no solo frente a la tortura clásica, sino 

frente a tratos crueles, inhumanos o degradantes que pueden adquirir una forma estructural 

cuando el encierro se administra con negligencia sistemática (OEA, 1985). Además, 

instrumentos de enfoque diferencial como Belém do Pará para violencia basada en género y 

el Protocolo de San Salvador para el núcleo esencial del derecho a la salud aportan deberes 



reforzados cuya relevancia se incrementa en escenarios de custodia (OEA, 1988, 1994; 

Simone Cecchini & Rodrigo Martínez, 2013). 

El periodo 2020–2025 no se adopta por conveniencia narrativa, sino por densidad 

problemática y jurídica. En 2020, la pandemia tensionó de manera crítica las condiciones de 

reclusión y reveló con mayor nitidez la fragilidad institucional para proteger la salud en 

contextos de encierro; en esa coyuntura, la Sala de Seguimiento del Estado de Cosas 

Inconstitucional (ECI) impartió órdenes orientadas a identificar riesgos epidemiológicos y 

ajustar respuestas institucionales, evidenciando que la salud en custodia no admite 

respuestas meramente reactivas (Corte Constitucional de Colombia Auto 486, 2020). En 

paralelo, el control abstracto del Decreto Legislativo 546 de 2020 mostró cómo, incluso en 

medidas extraordinarias, el estándar constitucional exige razonabilidad, enfoque en 

poblaciones vulnerables y decisiones compatibles con la protección de derechos en reclusión, 

con impacto explícito para centros de detención transitoria (Corte Constitucional C-255/20, 

2020). El punto de inflexión del periodo es SU-122 de 2022, que extendió la comprensión 

estructural del ECI a los CDT y activó una ruta de seguimiento específica sobre su superación 

(Corte Constitucional de Colombia su122-22, 2022). En 2023 y 2024, autos y tutelas 

posteriores reforzaron el diagnóstico y ordenaron ajustes de gestión, indicadores y medidas 

de deshacinamiento, intervención material y priorización de traslados, confirmando la 

persistencia del fenómeno y el carácter insuficiente de soluciones fragmentarias (A. 065 Corte 

Constitucional de Colombia, 2023; A. A.-1096 Corte Constitucional de Colombia, 2024; A. A.-

1745 Corte Constitucional de Colombia, 2024; S. T.-011 Corte Constitucional de Colombia, 

2023). Metodológicamente, el artículo integra tres capas de análisis que se controlan entre 

sí. Primero, un marco normativo interamericano que delimita el contenido mínimo exigible en 

detención y permite formular criterios de contraste aplicables a CDT. Segundo, un marco 

conceptual (detención–riesgo–poder estatal) que explica por qué la “transitoriedad” puede 

operar como una zona de debilitamiento de controles y de normalización de prácticas de 

excepción, con impactos diferenciados sobre poblaciones vulnerables. Tercero, una 



triangulación empírica y jurisprudencial: (i) revisión sistemática y bibliométrica de literatura 

académica (2020–2025) sobre detención, salud, COVID-19, negligencia médica, violencia 

institucional y tratos inhumanos; (ii) contraste comparado con patrones documentados en 

otros países de alta producción en el corpus; y (iii) construcción del núcleo jurisprudencial 

colombiano (2020–2025), centrado en providencias de tutela, autos de seguimiento y 

decisiones de control abstracto relevantes para CDT. El propósito de esta arquitectura no es 

acumular fuentes, sino producir una explicación jurídicamente responsable sobre el “cómo” 

del abordaje estatal: qué hizo, qué omitió, qué corrigió por presión judicial o institucional, y 

qué distancia se mantiene frente al estándar interamericano. 

La contribución del artículo es doble. En el plano dogmático, propone una lectura 

integrada en la que los CDT dejan de ser tratados como “anomalías logísticas” y se analizan 

como un dispositivo de custodia que, cuando se prolonga y opera sin condiciones mínimas, 

activa responsabilidades por arbitrariedad, por lesión de integridad y por déficit de tutela 

judicial efectiva. En el plano analítico, ofrece un modelo explicativo del periodo 2020–2025 

que conecta: (i) la excepcionalidad fáctica de la detención transitoria; (ii) la vulnerabilidad 

estructural de las poblaciones afectadas; y (iii) la capacidad institucional limitada y 

fragmentada del Estado para gestionar la custodia con enfoque de derechos, particularmente 

bajo crisis sanitarias y bajo el seguimiento judicial del ECI. En cuanto a estructura, el texto se 

organiza así: en la primera sección se precisan los estándares interamericanos aplicables y 

su traducción en criterios evaluables para CDT (CADH, CIDH y otros instrumentos). Luego 

se desarrollan los enfoques conceptuales sobre detención, riesgo y poder estatal que 

permiten comprender la producción institucional del daño en custodia. Enseguida se presenta 

el contraste comparado y los hallazgos empíricos de la literatura 2020–2025 en salud, 

pandemia, negligencia y violencia institucional, como soporte de patrones verificables. La 

sección central analiza el caso colombiano a partir del núcleo jurisprudencial y del 

seguimiento institucional, identificando avances, retrocesos y omisiones. Finalmente, se 

propone un modelo explicativo del abordaje estatal y se formulan conclusiones que responden 

la pregunta de investigación, señalando con precisión la distancia y los puntos de contacto 



entre la práctica colombiana en CDT y el contenido mínimo exigible del Sistema 

Interamericano. Con ello, el artículo persigue cuatro objetivos: delimitar el contenido mínimo 

exigible del estándar interamericano aplicable a CDT; sistematizar el núcleo jurisprudencial 

colombiano 2020–2025 sobre detención transitoria; contrastar la respuesta estatal 

(normativa, administrativa y judicial) con dichos estándares; y proponer un modelo explicativo 

que identifique brechas estructurales y rutas de corrección. 

2. METODOLOGÍA. 

Este artículo se desarrolla desde un enfoque cualitativo sociojurídico, con diseño 

documental y un alcance descriptivo–analítico, entendido así: (i) descriptivo, en cuanto 

identifica y caracteriza de forma sistemática las condiciones, prácticas y patrones de 

afectación de derechos en contextos de detención transitoria; y (ii) analítico, porque interpreta 

esos hallazgos a la luz de categorías jurídicas y estándares normativos, contrastando niveles 

de ajuste/incumplimiento y explicando regularidades institucionales. Esta manera de delimitar 

el alcance se apoya en la tipología clásica de alcances en investigación aplicada 

(descriptivo/explicativo, etc.), ampliamente usada en ciencias sociales y adoptada en 

investigación jurídica con enfoque sociojurídico (Cohen et al., 2007) 

2.1. Lente de análisis y estrategia de contraste normativo 

El estudio opera con un doble lente articulado: 

● Jurídico–normativo, orientado a reconstruir y aplicar estándares 

interamericanos sobre privación de la libertad (Convención Americana, jurisprudencia y 

doctrina del Sistema Interamericano; y estándares mínimos de trato digno p. ej., Reglas 

Mandela) como parámetros de evaluación. 

● Sociojurídico documental, dirigido a observar cómo esos estándares se 

reflejan (o se desatienden) en prácticas estatales verificables en Centros de Detención 

Transitoria (CDT), estaciones de policía y escenarios asimilables. 



 

Este encuadre dialoga con discusiones sobre interamericanización del derecho y 

justicia transnacional, útiles para explicar por qué la recepción de estándares regionales no 

es automática, sino mediada por capacidad estatal, tensiones institucionales y condiciones 

materiales de implementación (Robles et al., 2023). 

a. Construcción del corpus, delimitación temporal y criterios de selección 

El corpus se construyó y acotó en el periodo 2020–2025, por ser el arco temporal en 

el que (i) se intensifican tensiones sanitarias y de gestión del encierro (COVID-19 y sus 

efectos), y (ii) se produce un núcleo jurisprudencial relevante en Colombia sobre CDT y 

privación de libertad en lugares no aptos. La estrategia de investigación documental se 

sustenta en el uso sistemático de documentos como fuentes primarias de evidencia, 

siguiendo pautas reconocidas para análisis cualitativo basado en documentos (Bowen, 2009). 

El corpus se organizó en tres niveles complementarios: 

● Nivel 1: Fuentes normativas y estándares interamericanos. 

 Convención Americana; opiniones consultivas pertinentes; precedentes de la Corte 

IDH sobre legalidad de la detención, control judicial, integridad personal, condiciones 

materiales, salud, trato digno y protección reforzada de grupos vulnerables; y estándares 

internacionales mínimos aplicables al encierro. 

● Nivel 2: Jurisprudencia colombiana (núcleo 2020–2025). 

 Decisiones de la Corte Constitucional (tutelas, autos de seguimiento y control 

abstracto) relacionadas con: (i) detención en estaciones/puntos no aptos; (ii) límites 

temporales y control judicial; (iii) condiciones materiales, salud, alimentación, higiene y 

ventilación; (iv) hacinamiento y medidas estructurales; (v) órdenes complejas, indicadores y 

seguimiento. 



● Nivel 3: Evidencia documental y literatura académica. 

En relación con la evidencia documental y la literatura académica, la construcción del 

corpus se realizó a partir de un análisis bibliométrico previo, orientado a identificar, depurar y 

organizar de manera sistemática la producción científica relevante sobre derechos humanos 

en contextos de detención, con énfasis en centros de detención transitoria y escenarios 

asimilables. 

La búsqueda se efectuó en las bases de datos Scopus y Google Académico, utilizando 

la ecuación “Human rights in detention” AND “Detention Centers”, la cual arrojó inicialmente 

497 documentos. Posteriormente, se aplicaron filtros por periodo temporal (2020–2025), tipo 

de documento (artículos de investigación y artículos de revisión) y ámbito geográfico (América 

Latina, Estados Unidos y Canadá), con el fin de asegurar pertinencia temática y 

comparabilidad regional. Como resultado, el corpus bibliométrico final quedó conformado por 

57 artículos científicos. 

El procesamiento de los registros bibliográficos se realizó mediante el paquete 

Bibliometrix y su interfaz Biblioshiny (Aria & Cuccurullo, 2017), lo que permitió identificar 

tendencias temáticas, clústeres conceptuales y patrones recurrentes asociados a condiciones 

de detención, derecho a la salud, COVID-19, negligencia institucional, violencia y trato 

inhumano. 

A partir de estos resultados, más del 70 % de los artículos identificados fueron 

seleccionados para un análisis cualitativo en profundidad, integrándose directamente al 

análisis documental y al contraste normativo y jurisprudencial desarrollado en el artículo. De 

manera complementaria, se incorporaron informes institucionales (como los de la Defensoría 

del Pueblo) y producción regional disponible en SciELO y Dialnet, con el fin de robustecer el 

estado del arte y el contraste empírico. Se tubo encuenta criterios de inclusión de literatura 

en pertinencia temática (detención, salud, COVID-19, negligencia médica, violencia 

institucional, trato inhumano), vínculo con derechos humanos y aporte de categorías 

comparadas o explicativas relevantes para el caso colombiano. 



b. Procedimiento analítico 

El tratamiento del material siguió cuatro operaciones encadenadas: 

● Análisis documental y de contenido (codificación cualitativa). 

 Se aplicó análisis de contenido para pasar del texto (providencias, informes, artículos) 

a categorías interpretativas replicables mediante codificación y comparación sistemática. La 

lógica metodológica es consistente con enfoques reconocidos de análisis de contenido 

cualitativo y con la tradición clásica del análisis de contenido (Mayring, 2000). 

La codificación se estructuró a partir de una matriz de siete ítems (fundamentos; 

enfoques críticos; comparado; hallazgos empíricos; caso Colombia; síntesis; 

modelo/conclusiones), usada como (i) guía de extracción de información y (ii) esquema de 

contraste: hechos problemáticos, derechos comprometidos, estándar aplicable, respuesta 

estatal (orden/medida), déficit institucional y evidencia de implementación. 

● Reconstrucción del “núcleo jurisprudencial” (línea jurisprudencial). 

 La jurisprudencia se abordó mediante una estrategia de línea jurisprudencial: 

identificación de decisiones hito; reglas reiteradas (ratio decidendi); criterios sobre 

procedencia/justiciabilidad (salud, dignidad, integridad, debido proceso); y tipos de remedios 

(órdenes estructurales, seguimiento, indicadores, coordinación). Esta técnica permite 

reconstruir evolución argumentativa y estándares judiciales, más allá del resumen de casos 

(BARDIN, 2016). 

● Mapeo bibliométrico como apoyo de sistematización (no como sustituto del 

análisis jurídico). 

 La bibliometría se utilizó de manera auxiliar para organizar tendencias (autores 

influyentes, clústeres temáticos, coocurrencias), sin reemplazar la interpretación jurídico–



normativa. El soporte técnico de esta fase se ancla en Bibliometrix/Biblioshiny (Aria & 

Cuccurullo, 2017). 

● Integración mediante triangulación documental. 

 Los hallazgos se integraron por triangulación entre (i) estándares normativos, (ii) 

jurisprudencia colombiana, y (iii) evidencia documental/literatura, con el fin de evitar 

conclusiones meramente declarativas y sostener inferencias con respaldo convergente. Esta 

estrategia de integración se apoya en desarrollos metodológicos recientes sobre triangulación 

en investigación cualitativa (Ugwu & Gordon, 2018). 

c. Criterios de rigor, límites y consideraciones éticas 

El rigor se aseguró mediante: (i) trazabilidad del corpus (delimitación temporal y 

criterios explícitos), (ii) matriz/categorías de extracción y comparación, (iii) triangulación entre 

fuentes heterogéneas y (iv) coherencia interna entre pregunta, objetivos, categorías e 

inferencias. Para el control de calidad propio del análisis cualitativo, se tuvieron como 

referencia criterios de confiabilidad/credibilidad aplicables a estudios cualitativos y revisiones 

temáticas (Nowell et al., 2017). 

Límites: Al ser un estudio documental, la literatura internacional puede no capturar 

particularidades territoriales colombianas (variación municipal/departamental), y la evidencia 

institucional disponible puede ser desigual en detalle. Por ello, el peso argumentativo se 

concentró en el núcleo jurisprudencial 2020–2025 y en patrones convergentes verificados por 

triangulación. 

Ética: No se recolectaron datos personales ni se trabajó con participantes humanos. 

La dimensión ética se centró en (i) uso responsable de fuentes públicas, (ii) precisión en 

atribución de reglas jurisprudenciales y estándares, y (iii) cuidado en no sobregeneralizar más 

allá de la evidencia disponible. 

3. RESULTADOS/ HALLAZGOS 



Los resultados se organizan en función de la pregunta de investigación cómo ha 

abordado el Estado colombiano la garantía de los DD. HH. en los CDT a la luz de la 

Convención Americana y estándares interamericanos y de los objetivos del proyecto: (i) 

identificar patrones verificables de vulneración en CDT/estaciones de policía; (ii) reconstruir 

el “núcleo jurisprudencial” nacional 2020–2025; y (iii) contrastar la práctica estatal con 

estándares interamericanos aplicables a la privación de libertad. El contraste normativo se 

apoya, como mínimo, en la CADH (CADH, 1969; Crosby, 2024; Hartwig & Fallon, 2022; 

Hathaway et al., 2021; Venta et al., 2024), en estándares internacionales de trato digno Regla 

de Nelson Mandela (ONU, 2015) y en criterios interamericanos sobre control judicial de la 

detención y deberes reforzados de protección en custodia v. gr., Corte IDH, Caso Vélez Loor 

vs. Panamá, sentencia de 23 de noviembre de 2010; Corte IDH, OC-08/87 (Corte IDH, 2010; 

IDH, 1987). En el plano interno, el eje probatorio principal se concentra en la jurisprudencia 

constitucional (tutelas, autos de seguimiento y control abstracto), complementada con 

informes institucionales (Defensoría del Pueblo, “Informe sobre la situación actual de los 

derechos humanos de las personas privadas de la libertad en los centros de detención 

transitoria del país” y literatura académica comparada (Balardini, 2021; Leon Rueda & 

Carvajal Pava, 2022). 

Hallazgo 1: La “transitoriedad” opera como ficción jurídica: prolongación de la 

detención y debilitamiento del control judicial 

En el periodo 2020–2025, los CDT y, con especial recurrencia, 

estaciones/subestaciones de policía, alojan personas por lapsos que exceden el límite de 

temporalidad que justifica su existencia, transformando una medida de custodia breve en una 

privación prolongada sin condiciones materiales equivalentes a un establecimiento 

penitenciario. Este patrón es central porque impacta directamente el núcleo propuesto por el 

autor Simpson (2025): si la detención se prolonga sin revisión judicial efectiva, registros 

confiables y acceso real a defensa, se aproxima a escenarios de arbitrariedad por omisión de 

garantías. 



En sede interna, la Corte Constitucional consolidó esta caracterización en la Sentencia 

SU-122 de 2022, al reconocer que las estaciones de policía y lugares similares “no son 

espacios aptos” para detenciones prolongadas y al extender el Estado de Cosas 

Inconstitucional (ECI) a los CDT, creando una Sala Especial de Seguimiento con 

competencias de ruta de cumplimiento (Corte Constitucional, SU-122 de 2022). La relevancia 

metodológica del fallo no se limita a describir hechos: fija reglas sobre relación de especial 

sujeción y eleva el problema CDT del plano episódico (caso individual) al plano estructural 

(fallo de coordinación y capacidad estatal), con deberes concretos de garantía en vida digna, 

integridad y salud (Corte Constitucional, SU-122 de 2022). Las tutelas posteriores funcionan 

como evidencia de persistencia del incumplimiento y como insumo de variación fáctica 

territorial: por ejemplo, la Sentencia T-011 de 2023 sistematiza, en clave de pandemia y riesgo 

epidemiológico, la permanencia superior a 36 horas y las disputas competenciales sobre 

afiliación/atención en salud y provisión de alimentación (Corte Constitucional, T-011 de 2023). 

En suma, el “abordaje estatal” queda judicializado: no se observa un aseguramiento 

preventivo y ordinario de garantías, sino una reacción correctiva impulsada por litigio y 

seguimiento constitucional. 

Implicación para el caso CDT (a la luz interamericana): el estándar interamericano 

exige control judicial, notificación y revisión en plazos razonables; cuando la “detención 

administrativa/transitoria” se prolonga de facto, aumenta el deber de escrutinio judicial y el 

deber reforzado de protección (Corte IDH, Vélez Loor vs. Panamá, 23 nov 2010; Corte IDH, 

OC-08/87). El hallazgo muestra que la brecha no es marginal: se ubica en el corazón de la 

legalidad de la detención. 

Hallazgo 2: Condiciones materiales incompatibles con dignidad: mínimos de 

reclusión incumplidos de manera reiterada 

La reiteración de déficits materiales, observada de manera constante y generalizada, 

excede la noción de una simple falla administrativa y se configura como una vulneración de 

carácter estructural de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos 



Humanos, relativos a la integridad personal y a la prohibición de tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, en conexión directa con los estándares mínimos de trato digno establecidos en 

las Reglas Mandela (Asamblea general (A/70/490), 2015). 

Los patrones documentados (hacinamiento, ventilación insuficiente, saneamiento 

precario, barreras de acceso a salud, restricción de entrevistas con familiares/abogados, riñas 

y falta de elementos básicos) adquieren especial gravedad por el tipo de establecimiento: 

espacios sin vocación de permanencia que, sin embargo, operan como “cárceles de facto” 

(Baffour et al., 2024). 

En el plano jurisprudencial, SU-122/22 registra ese inventario fáctico como problema 

estructural y no como anomalía local, y lo conecta con deberes reforzados derivados de la 

especial sujeción (Corte Constitucional de Colombia su122-22, 2022). A nivel de tutelas, la 

Corte ha tratado déficits específicos como mínimos exigibles: la provisión continua y suficiente 

de alimentación (T.-107/25 Corte Constitucional de Colombia, 2022; T.-216/24 Corte 

Constitucional de Colombia, 2024) y las condiciones básicas para vida digna en custodia. En 

seguimiento, los autos recientes reafirman que el déficit no se agota en órdenes abstractas, 

sino que exige intervención material (planes de deshacinamiento, dotación mínima, 

separación por criterios de protección y habitabilidad). En particular, el Auto A-1096 de 2024 

ordena medidas de alcance nacional sobre traslados priorizados, planes de deshacinamiento 

e intervención de infraestructura y condiciones de habitabilidad (botiquines, medicamentos de 

primera necesidad, alimentación, kits de aseo, colchonetas/cobijas, acceso a baños, 

ventilación y luz solar, separación por sexo, entre otros) (A. A.-1096 Corte Constitucional de 

Colombia, 2024). Este “salto” evidencia que el Estado no había corregido por vía ordinaria 

aquello que ya era reprochable bajo estándares mínimos (Hernández Jiménez & Aranguren 

Páez, 2022). 

Implicación para el caso CDT: desde la CADH y las Reglas Mandela, la falta de 

condiciones básicas no puede justificarse por la etiqueta “transitorio”. Si el Estado decide 

privar de libertad, asume el deber de garantizar condiciones compatibles con dignidad; la 



transitoriedad solo podría operar como justificación si el encierro fuese breve y efectivamente 

excepcional, lo que el Hallazgo 1 descarta. 

Hallazgo 3: Salud, COVID-19 y negligencia institucional: del riesgo 

epidemiológico a la estructura de desatención 

Entre 2020 y 2025, la pandemia actuó como un “test de estrés” del sistema y dejó en 

evidencia que el riesgo epidemiológico se potencia en contextos de hacinamiento y 

precariedad material: la falta de ventilación, el contacto forzado, la insuficiencia de agua e 

higiene y la ausencia de protocolos clínicos operativos convierten a los CDT en escenarios 

de alto riesgo evitable. 

La Corte Constitucional reaccionó tempranamente en el marco del ECI penitenciario-

carcelario: el Auto 486 de 2020 ordenó categorización de establecimientos según riesgo de 

contagio y lineamientos de seguimiento preventivo en el contexto COVID-19 (Corte 

Constitucional de Colombia Auto 486, 2020). En control abstracto, la Sentencia C-255 de 

2020 avaló con condicionamientos relevantes el diseño de medidas transitorias de privación 

domiciliaria (Decreto Legislativo 546 de 2020) (Función Pública, 2020) e incluyó de manera 

expresa su aplicabilidad a personas recluidas en centros de detención transitoria, reforzando 

la idea de que, ante riesgo sanitario, el Estado debe adoptar medidas de descongestión y 

protección y no solo administrar el encierro (Corte Constitucional, C-255 de 2020). Ya en fase 

posterior, la T-011 de 2023 muestra cómo el riesgo epidemiológico en estaciones de policía 

no era un hecho meramente coyuntural, sino un agravante de una estructura preexistente de 

desatención en salud (Corte Constitucional, T-011 de 2023). Y, en clave de protección 

reforzada, la SU-512 de 2024 aporta un eje estructural para la discusión: salud mental y 

discapacidad psicosocial como dimensiones tradicionalmente invisibilizadas en regímenes de 

custodia, con exigencias de diagnóstico, políticas y medidas (Corte Constitucional, SU-512 

de 2024). 

Implicación para el caso CDT (art. 26 CADH): el derecho a la salud en conexión con 

integridad y vida digna no se satisface con disponibilidad formal, sino con acceso real, 



remisión oportuna, continuidad de tratamientos y protocolos de prevención. La evidencia de 

autos y sentencias muestra que el “abordaje estatal” ha sido predominantemente reactivo, 

activado por litigio y seguimiento judicial, no por un sistema ordinario robusto de salud en 

custodia. 

Hallazgo 4: Violencia institucional y trato inhumano: riesgos reforzados y déficit 

de enfoque diferencial 

La concurrencia de condiciones materiales degradantes, controles internos ineficaces 

y una composición poblacional caracterizada por altos niveles de vulnerabilidad jóvenes, 

personas en situación de pobreza, migrantes, población LGBTIQ+, mujeres y personas con 

necesidades en salud mental genera un contexto de riesgo estructural que favorece la 

ocurrencia de violencia institucional, humillaciones, discriminación y daños 

psicosociales(Federhen et al., 2024; Marquez-Velarde et al., 2024). En el marco normativo 

interamericano, esta situación activa obligaciones estatales reforzadas de garantía, derivadas 

de la posición de especial sujeción que caracteriza la privación de libertad, particularmente 

respecto de personas y colectivos en situación de mayor exposición al daño (Arévalo Robles 

et al., 2023). 

En Colombia, la propia jurisprudencia identifica déficits de enfoque diferencial como 

parte del problema estructural del ECI extendido a CDT. El Auto A-1096 de 2024 incorpora 

criterios de priorización (p. ej., mujeres gestantes y cabeza de familia, personas que requieren 

servicios de salud permanentes, adultos mayores) como respuesta a riesgos reforzados, lo 

cual muestra que el Estado no venía aplicando de manera suficiente esa priorización en la 

gestión ordinaria del sistema (Corte Constitucional, Auto A-1096 de 2024). En seguimiento, 

el Auto A-1745 de 2024 refuerza la recepción de recomendaciones interamericanas y exige 

medidas estatales de formulación e implementación, subrayando que el déficit no es 

meramente operativo sino de cumplimiento de obligaciones de garantía (Corte Constitucional, 

Auto A-1745 de 2024). Este hallazgo conecta directamente con la pregunta de investigación: 

la garantía interamericana no se agota en “no torturar”, sino que exige prevenir, investigar, 



supervisar y adecuar institucionalmente la detención a criterios de dignidad y protección 

reforzada. 

Como Corolario de lo anterior, integrados los cuatro hallazgos, el resultado transversal 

es que el Estado colombiano ha abordado la garantía de DD. HH. en CDT principalmente a 

través de mecanismos reactivos (tutelas, órdenes estructurales y autos de seguimiento), más 

que mediante una política pública ordinaria, preventiva y coherente con el estándar 

interamericano. La secuencia 2020–2025 muestra un tránsito desde respuestas 

extraordinarias por COVID-19 (Auto 486/20; C-255/20), hacia la formalización del “problema 

CDT” como fenómeno estructural (SU-122/22), y finalmente hacia órdenes de intervención 

nacional con énfasis en deshacinamiento, infraestructura, dotación mínima y coordinación 

interinstitucional (Auto A-1096/24; Auto A-1745/24), lo cual evidencia que el núcleo del déficit 

reside en capacidad estatal, asignación efectiva de responsabilidades y ejecución material. 

En términos de aporte del estudio, esta reconstrucción permite sostener con base 

convergente normativa y jurisprudencial que la brecha con el estándar interamericano no es 

episódica: es estructural y se expresa, de manera consistente, en legalidad/control judicial, 

dignidad material, salud y enfoque diferencial. 

4. DISCUSIÓN DE RESULTADOS. 

Los resultados permiten responder, con suficiente soporte normativo y jurisprudencial, 

a la pregunta de investigación sobre cómo ha abordado el Estado colombiano la garantía de 

los derechos humanos en los CDT (2020–2025) a la luz de la Convención Americana y 

estándares interamericanos, mostrando una brecha persistente entre (i) el marco de 

obligaciones reforzadas aplicable a toda privación de libertad y (ii) la realidad administrativa 

y operativa de la detención “transitoria”, que en la práctica se vuelve prolongada, precaria y 

altamente riesgosa. Esta discusión integra el núcleo jurisprudencial nacional (autos de 

seguimiento, tutelas y control abstracto), los estándares interamericanos y la evidencia 

documental y comparada ya sistematizada, para sostener tres tesis: (1) los CDT funcionan 

como espacios de excepción fáctica; (2) la respuesta estatal ha sido predominantemente 



reactiva y judicialmente inducida; y (3) el incumplimiento es estructural y se manifiesta, sobre 

todo, en control judicial, condiciones materiales/salud y enfoque diferencial. 

Primero, la “transitoriedad” funciona como categoría habilitante de la precariedad: 

formalmente, los CDT no están diseñados para permanencias prolongadas; materialmente, 

alojan personas por tiempos incompatibles con su finalidad. En clave convencional, ello 

compromete el art. 7 CADH (libertad personal y control judicial) y el art. 5 CADH (integridad 

personal y prohibición de tratos crueles, inhumanos o degradantes), especialmente cuando 

la detención se prolonga sin revisión efectiva ni garantías mínimas. Aquí, el aporte del estudio 

no es repetir la existencia de hacinamiento, sino mostrar el mecanismo jurídico-institucional 

de conversión: una infraestructura de paso se transforma en encierro prolongado sin 

arquitectura equivalente de garantías, de modo que el CDT opera como “cárcel de facto” y 

como espacio de restricción intensificada de derechos. La SU-122/22 y su seguimiento 

revelan que este fenómeno no se explica por incumplimientos aislados, sino por fallas de 

coordinación y asignación efectiva de responsabilidades entre niveles territorial y nacional, lo 

cual conecta con uno de los diagnósticos del ECI: la distribución competencial fragmentada 

termina diluyendo obligaciones concretas de garantía. 

Un segundo bloque de resultados muestra que los déficits de infraestructura, 

salubridad, ventilación, agua, alimentación y atención clínica no son episódicos sino 

previsibles y repetidos, por lo que la discusión no puede quedarse en el nivel descriptivo (“hay 

hacinamiento”), sino que debe leerlos como incumplimientos de deberes positivos. En 

términos convencionales, el deterioro de condiciones mínimas impacta directamente el art. 5 

CADH y, cuando compromete acceso efectivo a servicios esenciales, se conecta con la 

dimensión progresiva de derechos como salud en el art. 26 CADH, exigible al menos en su 

núcleo inmediato en contextos de privación de libertad (UNAM, 1969). La pandemia (COVID-

19) operó como “prueba de estrés”: la Corte adoptó medidas de seguimiento y ordenó 

acciones de categorización y gestión del riesgo sanitario en reclusión, reconociendo la 

vulnerabilidad incrementada de esta población (Centro de Derechos Humanos, 2010). En 

discusión, esto tiene dos consecuencias: (i) la Corte internaliza estándares de protección 



reforzada en clave de riesgo (salud, vida, integridad) y (ii) evidencia que, aun con órdenes 

judiciales, la capacidad institucional y la coordinación interadministrativa siguen siendo 

cuellos de botella para transformar condiciones materiales. La literatura comparada y los 

informes institucionales dialogan con este diagnóstico: cuando la detención opera en 

infraestructura no apta y sin personal sanitario suficiente, el riesgo no es accidental, sino una 

condición de funcionamiento del sistema (Okonkwo et al., 2021). 

Los hallazgos documentales muestran que la detención en CDT tiende a concentrar 

conflictos, riñas, prácticas degradantes y, en casos, violencia directa o humillaciones; 

además, aparecen afectaciones psicosociales asociadas al encierro prolongado, 

incertidumbre y condiciones indignas. La discusión exige precisar que, incluso cuando la 

violencia no es “política” explícita, la omisión estatal sostenida frente a riesgos conocidos 

puede configurar tolerancia institucional de tratos incompatibles con el art. 5.2 CADH (UNAM, 

1969).  

 En este punto, es útil la perspectiva de reglas mínimas internacionales: los desarrollos 

asociados a las Reglas Mandela han consolidado criterios sobre deberes de atención 

sanitaria, documentación de malos tratos y salvaguardas frente a prácticas abusivas (incluido 

aislamiento) (ONU, 2015). La articulación con el caso colombiano es directa: cuando el 

Estado mantiene personas en lugares no aptos, sin atención clínica y sin control externo 

eficaz, el trato degradante deja de ser una “anomalía” y se convierte en un riesgo estructural 

(Federhen et al., 2024). 

Un cuarto eje de discusión es el enfoque diferencial. el enfoque diferencial emerge 

como eje decisivo para el estándar interamericano. El problema no es solo “falta de recursos”, 

sino ausencia de dispositivos institucionales diferenciados y verificables: clasificación, 

separación, rutas de prevención de violencia sexual, salud sexual y reproductiva, higiene 

menstrual, accesibilidad, salud mental y protección reforzada(Hartwig & Fallon, 2022). Los 

autos recientes evidencian que la Corte debió introducir criterios de priorización (Auto A-

1096/24) precisamente porque la gestión ordinaria no aplicaba de forma suficiente ese 

enfoque. Esto refuerza una tesis central: en CDT, la garantía estatal no se agota en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/5/2451/5.pdf


abstenerse de infligir malos tratos; exige prevenir riesgos previsibles, supervisar, registrar, 

asegurar acceso real a salud y condiciones dignas, y ejecutar medidas diferenciadas (Kinney 

et al., 2025). 

Es así, que la evidencia comparada y nacional converge: mujeres, 

niñas/niños/adolescentes, migrantes, población LGBTIQ+ y personas con discapacidad 

enfrentan riesgos agravados en detención. En estándares interamericanos, la obligación de 

garantía exige medidas reforzadas para grupos en situación de especial vulnerabilidad, no 

meras declaraciones generales. Esta discusión se vuelve decisiva para Colombia porque el 

patrón no es solo “falta de recursos”, sino ausencia de dispositivos institucionales 

diferenciados (separación adecuada, salud sexual y reproductiva, higiene menstrual, rutas de 

protección, prevención de violencia sexual, accesibilidad, etc.). La consecuencia es que la 

detención “transitoria” reproduce discriminación estructural por omisión, incompatible con la 

CADH y la doctrina interamericana sobre no discriminación y debida diligencia reforzada 

(Shulman & Makrides, 2021). 

En conjunto, los resultados permiten caracterizar el abordaje estatal como reactivo, 

fragmentado y judicialmente inducido. Es cierto que hay avances verificables (órdenes, 

indicadores, planes, exigencia de coordinación interinstitucional), y que la Sala de 

Seguimiento ha reforzado la gobernanza judicial del problema (con autos que demandan 

acciones específicas sobre CDT). Sin embargo, el patrón predominante es que las mejoras 

se activan por (a) crisis sanitarias, (b) litigio estratégico/tutelas, o (c) presión de organismos 

de control, lo que revela déficit de planificación administrativa y debilidad de la supervisión 

preventiva. Esta conclusión es coherente con debates sobre justicia transnacional e 

“interamericanización”: la eficacia de los estándares regionales depende de su traducción 

institucional interna; cuando esa traducción ocurre principalmente por intervención judicial, el 

cumplimiento tiende a ser discontinuo, desigual territorialmente y sensible a la capacidad local 

(UNAM, 1969).   

La principal contribución del artículo no es reiterar que “hay hacinamiento”, sino 

mostrar el mecanismo jurídico-institucional por el cual la detención transitoria se convierte en 
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un dispositivo de gestión del desorden social: (i) se expande la privación de libertad más allá 

de su diseño legal; (ii) se normalizan déficits materiales incompatibles con el art. 5 CADH; (iii) 

se debilita el control judicial preventivo (art. 7 CADH); y (iv) se omite el enfoque diferencial, 

amplificando daños sobre poblaciones vulnerables. En consecuencia, el Estado colombiano, 

en el periodo 2020–2025, no ha garantizado plenamente los derechos humanos en CDT 

conforme al estándar interamericano: ha respondido, pero lo ha hecho sobre todo a través de 

correcciones judiciales y no mediante una política pública integral y sostenida. 

En términos dogmáticos, la discusión conduce a una conclusión interpretativa central: 

la “transitoriedad” del CDT no altera la naturaleza jurídica de la medida, pues toda 

permanencia bajo custodia estatal activa plenamente el régimen reforzado de garantías 

propio de la privación de libertad (legalidad estricta, control judicial oportuno y condiciones 

compatibles con la dignidad). Por ello, cuando la detención supera los límites materiales y 

temporales del diseño legal y se sostiene en infraestructura no apta el CDT deja de ser un 

dispositivo administrativo accesorio y se convierte en un espacio de restricción intensificada 

de derechos, donde el Estado asume deberes positivos más exigentes: prevenir riesgos 

previsibles, asegurar atención en salud, garantizar alimentación e higiene, mantener registros 

verificables, permitir comunicación y defensa, y aplicar enfoque diferencial. Esta lectura 

resulta consistente con la jurisprudencia constitucional reciente sobre estaciones y centros de 

detención transitoria (en especial, la línea estructural inaugurada por la SU-122 de 2022 y sus 

autos de seguimiento), en la medida en que identifica el problema como estructural y no como 

una suma de incumplimientos aislados, y exige superar la idea de que el CDT es un “no-lugar” 

normativo donde las garantías pueden relativizarse. 

En este punto, la comprensión interamericana contemporánea del derecho al cuidado 

ofrece una clave integradora especialmente pertinente para interpretar los resultados del 

estudio. La Opinión Consultiva OC-31/25 (2025) concibe el cuidado no como una prestación 

asistencial marginal, sino como un derecho estructurado en tres dimensiones —cuidar, ser 

cuidado y poder ejercer el autocuidado—, estrechamente vinculado con las obligaciones 

estatales en materia de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, así como 



con la protección de la salud y la integridad personal. Desde este marco, lo que se observa 

en los CDT no puede explicarse únicamente como una acumulación de fallas administrativas 

—hacinamiento, carencia de personal sanitario o demoras en las remisiones—, sino como un 

déficit estructural en el cumplimiento del deber de garantía: cuando el Estado mantiene 

personas bajo custodia, debe organizar y proveer condiciones institucionales y materiales que 

hagan posible el acceso efectivo a cuidados, incluida la atención oportuna y la continuidad 

terapéutica, y que reduzcan los riesgos previsibles derivados del encierro en condiciones 

precarias, particularmente frente a personas con necesidades reforzadas. Esta lectura 

permite desplazar el foco desde la mera corrección de irregularidades hacia la necesidad de 

respuestas públicas estructurales coherentes con el estándar interamericano (Corte IDH, 

Opinión Consultiva OC-31/25, 12-jun-2025, “El contenido y el alcance del derecho al 

cuidado”). 

En clave de política pública, los hallazgos indican que el cumplimiento no puede 

depender de correcciones fragmentarias inducidas por tutela o de respuestas coyunturales 

ante crisis sanitarias: se requiere un rediseño integral del modelo de detención transitoria, con 

medidas estructurales verificables y con gobernanza nacional. Esto supone, como mínimo, (i) 

reglas operativas nacionales con estándares exigibles y trazabilidad (ingreso, tiempo, control 

judicial, salud, alimentación, separación poblacional, gestión del riesgo); (ii) mecanismos de 

supervisión independiente y auditoría periódica; (iii) capacidad sanitaria mínima obligatoria y 

rutas de remisión; (iv) planes de deshacinamiento y traslado con coordinación real Nación–

territorio; y (v) un enfoque que reduzca la “detención como primera respuesta” y fortalezca 

alternativas compatibles con los fines constitucionales de seguridad sin convertir el encierro 

precario en herramienta ordinaria de control social. En suma, la discusión muestra que el 

problema no es solo de déficit de infraestructura, sino de gobernanza y estándares: mientras 

el CDT siga operando como cárcel de facto sin arquitectura de garantías equivalente, la 

brecha con el estándar interamericano persistirá, aun cuando existan órdenes judiciales 

reiteradas. 



 

5. CONCLUSIONES 

Entre 2020 y 2025, el abordaje del Estado colombiano frente a la garantía de derechos 

humanos en los Centros de Detención Transitoria (CDT) ha sido predominantemente reactivo, 

fragmentado y judicialmente inducido, más que preventivo y sostenido como política pública. 

Esta caracterización se desprende de la secuencia normativa y jurisprudencial analizada: (i) 

medidas extraordinarias por COVID-19 y gestión de riesgo en reclusión (Corte Constitucional, 

Auto 486 de 2020; Corte Constitucional, Sentencia C-255 de 2020); (ii) reconocimiento 

estructural del problema CDT como parte del Estado de Cosas Inconstitucional ECI y creación 

de un esquema reforzado de seguimiento (Corte Constitucional, Sentencia SU-122 de 2022); 

y (iii) adopción de órdenes nacionales de intervención material (traslados, deshacinamiento, 

condiciones mínimas) como respuesta a persistencia de incumplimientos (Corte 

Constitucional, Auto A-1096 de 2024; Corte Constitucional, Auto A-1745 de 2024). En 

términos del estándar interamericano, esta trayectoria indica que la garantía no ha operado 

como deber ordinario de prevención y protección en custodia, sino como corrección posterior 

bajo presión constitucional y de órganos de control, en un contexto donde el Estado conserva 

la posición de garante reforzado respecto de quienes están bajo su custodia (CADH, arts. 5 

y 7; Corte IDH, Vélez Loor vs. Panamá, sentencia de 23 de noviembre de 2010; Corte IDH, 

OC-08/87). 

La “transitoriedad” funciona como ficción jurídica y activa el núcleo de la arbitrariedad. 

El hallazgo central del artículo confirma que los CDT, estaciones y subestaciones de policía 

operan de forma recurrente como lugares de privación prolongada pese a su naturaleza 

legalmente transitoria, con permanencias que desbordan el límite funcional que justifica su 

existencia. Esta transformación de facto es jurídicamente decisiva: cuando la detención se 

prolonga sin control judicial efectivo, registros confiables y acceso real a defensa, se 

compromete el núcleo del artículo 7 de la CADH (libertad personal y control judicial), y la 

detención se aproxima a escenarios de arbitrariedad por omisión de garantías. En el plano 



interno, la Corte Constitucional consolidó esta calificación en la Sentencia SU-122 de 2022, 

al reconocer que estos espacios no son aptos para detenciones prolongadas, extender el ECI 

a los CDT y disponer un marco estructural de cumplimiento. En la línea de tutela, decisiones 

como la T-011 de 2023 evidencian la persistencia territorial del problema (permanencias 

superiores a 36 horas, disputas institucionales por salud y alimentación, y agravación bajo 

riesgo epidemiológico), lo cual confirma que la prolongación no es un episodio aislado sino 

un patrón estructural (Corte Constitucional, SU-122 de 2022; Corte Constitucional, T-011 de 

2023). Esta conclusión es convergente con el estándar interamericano sobre control judicial 

de la detención y garantías judiciales no meramente formales (Corte IDH, OC-08/87; Corte 

IDH, Vélez Loor vs. Panamá, 2010). 

Ahora, frente a las condiciones materiales degradantes: incumplimiento de mínimos 

inderogables de trato digno, la evidencia consolidada muestra que el déficit de condiciones 

materiales en CDT hacinamiento, ventilación insuficiente, saneamiento precario, barreras de 

comunicación y defensa, provisión irregular de alimentación, ausencia de dotación mínima— 

no puede caracterizarse como simple “fallo administrativo”, sino como vulneración estructural 

del artículo 5.1 y 5.2 de la CADH (integridad personal y prohibición de tratos crueles, 

inhumanos o degradantes), en conexión con los estándares internacionales mínimos de trato 

digno (Reglas Mandela, Asamblea General de Naciones Unidas, A/RES/70/175, 2015). La 

jurisprudencia constitucional no solo ha descrito esta realidad: la ha elevado al plano 

estructural y ha ordenado medidas de intervención material. En particular, el Auto A-1096 de 

2024 dispuso acciones nacionales orientadas a traslados priorizados, planes de 

deshacinamiento e intervención sobre condiciones de habitabilidad (dotación mínima, 

alimentación, kits de aseo, colchonetas, acceso a baños, ventilación y luz solar, separación 

poblacional, entre otros), lo que constituye un indicador fuerte de que la administración 

ordinaria no venía corrigiendo déficits mínimos exigibles bajo estándar constitucional e 

interamericano (Corte Constitucional, Auto A-1096 de 2024). De manera complementaria, el 

diagnóstico institucional converge en este punto: el Informe de la Defensoría del Pueblo sobre 

CDT documenta la persistencia de vulneraciones generalizadas y refuerza el carácter 



estructural del problema (Defensoría del Pueblo, Informe sobre la situación actual de los 

derechos humanos de las personas privadas de la libertad en los centros de detención 

transitoria del país. Con relación a la salud y COVID-19: el “test de estrés” reveló una 

estructura persistente de desatención. La pandemia operó como un detonante que evidenció 

el carácter evitable del riesgo sanitario cuando concurren hacinamiento, precariedad material 

y ausencia de protocolos clínicos operativos. La Corte Constitucional adoptó medidas 

tempranas en seguimiento al ECI, ordenando categorización de riesgo y lineamientos 

preventivos (Corte Constitucional, Auto 486 de 2020), y, en control abstracto, validó con 

condicionamientos medidas orientadas a descongestión y protección de población privada de 

libertad incluyendo a quienes estaban en centros de detención transitoria mediante la 

Sentencia C-255 de 2020 sobre el Decreto Legislativo 546 de 2020 (Corte Constitucional, C-

255 de 2020). Sin embargo, la persistencia del problema se observa en decisiones 

posteriores: la T-011 de 2023 muestra que el riesgo epidemiológico fue un agravante de una 

estructura preexistente de desatención, y la SU-512 de 2024 refuerza la centralidad de 

dimensiones invisibilizadas (salud mental y discapacidad psicosocial) como parte del deber 

estatal de garantía (Corte Constitucional, T-011 de 2023; Corte Constitucional, SU-512 de 

2024). Desde el estándar interamericano, esto se integra con el artículo 26 de la CADH en 

relación con el deber reforzado de protección en custodia: en contextos de privación de 

libertad, la salud no se satisface con disponibilidad formal sino con acceso real, continuidad 

de tratamientos, remisión oportuna y prevención efectiva de riesgos previsibles (CADH, arts. 

5 y 26). 

Otro aspecto a tener en cuenta, es la violencia institucional y enfoque diferencial: el 

déficit no es accesorio, es estructural. La convergencia entre condiciones degradantes, 

controles internos débiles y composición poblacional vulnerable incrementa la probabilidad 

de violencia institucional, humillaciones, discriminación y afectaciones psicosociales, 

configurando un riesgo reforzado que el Estado debe prevenir de forma activa en custodia 

(CADH, arts. 5 y 1.1; Corte IDH, Vélez Loor vs. Panamá, 2010). En el caso colombiano, la 

propia arquitectura de seguimiento constitucional evidencia que el enfoque diferencial ha sido 



insuficiente: el Auto A-1096 de 2024 incorpora criterios explícitos de priorización (mujeres 

gestantes, cabeza de familia, personas con necesidades permanentes en salud, adultos 

mayores) como respuesta a riesgos reforzados, lo cual sugiere que esa diferenciación no 

estaba integrada de manera eficaz en el funcionamiento ordinario del sistema (Corte 

Constitucional, Auto A-1096 de 2024). El Auto A-1745 de 2024, además, refuerza la exigencia 

de incorporar recomendaciones interamericanas y de adoptar medidas estatales que superen 

el déficit de implementación, confirmando que la falla no es meramente operativa sino de 

cumplimiento de obligaciones de garantía (Corte Constitucional, Auto A-1745 de 2024). 

El artículo demuestra que la etiqueta “transitorio” no relativiza el régimen de garantías: 

toda privación de libertad activa plenamente el deber estatal reforzado de legalidad estricta, 

control judicial oportuno y condiciones compatibles con dignidad. Por ello, cuando la 

permanencia supera los límites materiales y temporales del diseño legal, el CDT se convierte 

en una cárcel de facto, es decir, en un espacio de restricción intensificada de derechos sin 

arquitectura equivalente de garantías. Esta conclusión es consistente con el núcleo 

jurisprudencial reconstruido especialmente desde SU-122 de 2022 y su línea de seguimiento 

porque identifica el problema como estructural y exige superar la idea de que en el CDT se 

toleran estándares más bajos por su pretendida temporalidad (Corte Constitucional, SU-122 

de 2022; Corte Constitucional, Auto A-1096 de 2024). 

En este marco, los hallazgos del estudio permiten una lectura adicional del problema 

de los CDT que va más allá de la infracción aislada de garantías clásicas como el control 

judicial, la integridad personal o las condiciones materiales de reclusión. La privación de la 

libertad en estos espacios revela una verdadera brecha de cuidado en sentido interamericano: 

al colocar a una persona bajo custodia, el Estado no solo restringe su libertad ambulatoria, 

sino que asume deberes positivos de organización, provisión y protección orientados a 

garantizar que esa persona pueda recibir cuidados adecuados y conservar condiciones 

mínimas de autocuidado, particularmente cuando existen riesgos sanitarios, discapacidad 

psicosocial o necesidades diferenciales. En esta perspectiva, la Opinión Consultiva OC-31/25 

(2025) de la Corte Interamericana aporta un sustento dogmático actualizado al reconocer el 



cuidado como un derecho exigible, estrechamente vinculado con las obligaciones estatales 

en materia de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. Su incorporación 

refuerza la conclusión de que la respuesta estatal frente a los CDT no puede limitarse a 

correcciones judiciales episódicas, sino que exige un rediseño estructural, verificable y 

sostenido del modelo de detención transitoria conforme a los estándares interamericanos. 

(Corte IDH, OC-31/25, 12-jun-2025). 

Para concluir, en el periodo 2020–2025, Colombia ha avanzado en reconocimiento 

judicial y en órdenes estructurales, pero la evidencia analizada permite sostener que no ha 

garantizado plenamente los derechos humanos en CDT conforme al estándar interamericano, 

dado que la garantía depende de correcciones fragmentarias inducidas por tutela y 

seguimiento, y no de una política pública integral, verificable y sostenida. De ello se derivan 

orientaciones mínimas coherentes con el propio marco jurisprudencial: (i) reglas operativas 

nacionales exigibles y trazables (registro, tiempo, control judicial, salud, alimentación, 

separación poblacional); (ii) capacidad sanitaria mínima obligatoria y rutas de remisión; (iii) 

planes de deshacinamiento y traslado con coordinación efectiva Nación–territorio; (iv) 

supervisión independiente y auditoría periódica; y (v) reducción del uso del CDT como 

respuesta ordinaria de contención, fortaleciendo alternativas compatibles con seguridad y 

fines constitucionales sin normalizar un encierro precario como instrumento de control social. 

En síntesis, mientras el CDT opere como cárcel de facto sin arquitectura de garantías 

equivalente, la brecha con la Convención Americana persistirá, aun con órdenes judiciales 

reiteradas (CADH, arts. 5, 7, 8, 25 y 26; Reglas Mandela, A/RES/70/175, 2015; Corte 

Constitucional, SU-122 de 2022; Auto A-1096 de 2024; Auto A-1745 de 2024; Defensoría del 

Pueblo, informe CDT). 
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